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================== 

Ref. queja núm. 1902667 

================== 

 

Asunto: Inactividad municipal ante denuncias por molestias por funcionamiento irregular de sedes 

festeras.  

 

Sr. alcalde-presidente: 

 

De acuerdo con el procedimiento que rige esta institución, con fecha de entrada de 22 de 

julio de 2019 se presentó queja por (…). 

 

En su escrito inicial de queja el interesado sustancialmente manifestaba que desde hace 

varios años viene presentando ante esa administración reclamaciones por las molestias 

que padecen debido al funcionamiento irregular de las sedes festeras ubicadas en la 

calle Virgen del Olivar, 20 y 21 de esa localidad (denominadas “Almogáraves” y 

Comparsa Mora Sarraïns”). El último de los escritos que adjunta el interesado, en este 

sentido, es de fecha 4 de julio de 2018. 

 

El interesado señalaba en su instancia que, a pesar de los escritos presentados y del 

tiempo transcurrido, no habían obtenido ni una respuesta a los escritos presentados ni 

una solución a los problemas que en los mismos se denunciaban.  

 

Al objeto de contrastar las alegaciones formuladas, con fecha 29 de julio de 2019 se 

requirió a esa administración municipal información suficiente sobre la realidad de las 

mismas y demás circunstancias concurrentes en el presente supuesto. 

 

La petición de información, ante la falta de respuesta al inicial requerimiento, fue 

reiterada mediante escritos de fechas 4 de septiembre y 14 de octubre de 2019, sin que a 

los mismos haya respondido la administración requerida en forma alguna. 

 

Por último, mediante escrito  de 22 de noviembre de 2019 se le requirió por última vez 

para que diese cumplimiento a lo preceptuado en la mencionada Ley, en lo que se 

refiere a la colaboración que deben prestar los poderes públicos al Síndic de Greuges en 

sus investigaciones, recordando expresamente que la no emisión de los informes 

requeridos por el Síndic de Greuges, conforme a lo dispuesto en los artículos 18.2 y 

24.1 de la Ley del Síndic de Greuges, se califica como una actitud entorpecedora de la 

labor de investigación de esta institución, por lo que podría ser objeto de un informe 
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especial a las Cortes Valencianas, además de ser destacada en la sección 

correspondiente del Informe anual del Síndic de Greuges. 

 

Conviene recordar, asimismo, que la falta de colaboración con el Síndic de Greuges se 

encuentra tipificada en el artículo 502.2 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal:  

 
“En las mismas penas incurrirá la autoridad o funcionario que obstaculizare la 

investigación del Defensor del Pueblo, Tribunal de Cuentas u órganos equivalentes de las 

Comunidades Autónomas, negándose o dilatando indebidamente el envío de los informes 

que éstos solicitaren o dificultando su acceso a los expedientes o documentación 

administrativa necesaria para tal investigación”. 

 

Hasta el día de hoy no ha tenido entrada en esta institución el informe de referencia, ni 

ninguna comunicación que justifique tal retraso. Al no haber podido obtener el informe 

municipal tantas veces requerido, esta institución no ha podido contrastar los hechos 

denunciados por el autor de la queja, de manera que resulta forzoso partir de la 

veracidad de los mismos y de la pasividad municipal a la hora de dar respuesta a los 

escritos presentados por la persona interesada, promotora del presente expediente de 

queja. 

 

El presente expediente de queja se centra en las molestias que el promotor del 

expediente de queja expone que viene padeciendo como consecuencia del 

funcionamiento irregular de determinadas sedes festeras. 

 

En relación con el objeto del presente expediente de queja (molestias por contaminación 

acústica) esta institución no se cansa de repetir que los Tribunales de Justicia vienen 

declarando con reiteración que los ruidos inciden perniciosamente sobre el derecho 

fundamental a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.1 de la Constitución) y los 

derechos constitucionales a la protección de la salud (art. 43), a un medio ambiente 

adecuado (art. 45) y a una vivienda digna (art. 47), por lo que, resulta de todo punto 

ineludible su firme protección por parte de los poderes públicos (por todas, Sentencias 

del Tribunal Constitucional de 24 de mayo de 2001 y 23 de febrero de 2004, y 

Sentencias del Tribunal Supremo de 23 de febrero de 2001, 26 de abril de 2003, 19 de 

octubre de 2006, 12 de noviembre de 2007, 13 de octubre de 2008, 5 de marzo de 2012,  

17 de diciembre de 2014 y 13 de junio de 2017).   

 

Resulta en este punto obligado recordar la doctrina del Tribunal Constitucional, 

reflejada, entre otras, en las mencionadas Sentencias de 23 de febrero de 2004 y 24 de 

mayo de 2001, en las que se resumen las nocivas consecuencias que los ruidos generan 

en la vida de las personas:   

 
“En efecto, el ruido puede llegar a representar un factor psicopatógeno 

destacado en el seno de nuestra sociedad y una fuente permanente de 

perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos. Así lo acreditan, en 

particular, las directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud 

sobre el ruido ambiental, cuyo valor como referencia científica no es preciso 

resaltar. En ellas se ponen de manifiesto las consecuencias que la exposición 

prolongada a un nivel elevado de ruidos tienen sobre la salud de las personas 

(v. gr., deficiencias auditivas, apariciones de dificultades de comprensión 

oral, perturbación del sueño, neurosis, hipertensión e isquemia), así como 

sobre su conducta social (en particular, reducción de los comportamientos 
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solidarios e incremento de las tendencias agresivas). Desde la perspectiva de 

los derechos fundamentales implicados, debemos emprender nuestro análisis 

recordando la posible afección al derecho a la integridad física y moral. A 

este respecto, habremos de convenir en que, cuando la exposición 

continuada a unos niveles intensos de ruido ponga en grave peligro la salud 

de las personas, esta situación podrá implicar una vulneración del derecho a 

la integridad física y moral (art. 15 CE). En efecto, si bien es cierto que no 

todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del art. 

15 CE, sin embargo cuando los niveles de saturación acústica que deba 

soportar una persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes 

públicos, rebasen el umbral a partir del cual se ponga en peligro grave e 

inmediato la salud, podrá quedar afectado el derecho garantizado en el art. 

15 CE”. 

 

Con el objeto de evitar las molestias acústicas causadas injustamente a los vecinos 

afectados, los artículos 84 y 85 de la Ley valenciana Ley 6/2014, de 25 de julio, de 

Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental, establece que, previa audiencia 

al interesado, se podrá declarar la clausura y cierre del local, así como requerir la 

adopción de medidas correctoras que eviten las molestias.     

 

En parecidos términos, el art. 62 de la Ley valenciana 7/2002, de 3 de diciembre, sobre 

Protección contra la Contaminación Acústica, habilita al Ayuntamiento para ordenar la 

suspensión inmediata del funcionamiento de la fuente perturbadora hasta que sean 

corregidas las deficiencias existentes.   

 

Por su parte, el art. 56 de la Ley valenciana 14/2010, de 3 de diciembre, de Espectáculos 

Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos, atribuye a los 

Ayuntamientos la competencia para tramitar y resolver los procedimientos 

sancionadores por la comisión de infracciones leves y a la Administración autonómica  

cuando se trata de infracciones graves o muy graves.  

 

Con carácter más específico, el Decreto 28/2011, de 18 de marzo, por el que se aprueba 

el Reglamento que regula las condiciones y tipología de las sedes festeras tradicionales 

ubicadas en los municipios de la Comunitat Valenciana, señala en su Preámbulo que: 

 
“(...) el presente decreto trae su causa en la necesidad de establecer un 

régimen jurídico abierto pero, a la vez, responsable y necesario para estas 

sedes o locales que, bajo su común y popular denominación, permita ordenar 

el funcionamiento de los mismos, a la vez que, en virtud de las reglas de 

convivencia, se garantice la efectividad del derecho al descanso de los 

vecinos (...)”. 

 

Por su parte, el artículo 5 (bajo la rúbrica “Contaminación acústica en las sedes festeras 

tradicionales”) de este Decreto señala expresamente que: 

 
«las sedes festeras tradicionales a las que se refiere el presente decreto deberán respetar, 

en el ejercicio de las actividades que efectúen, la normativa aplicable en materia de 

contaminación acústica y calidad ambiental». 

 

Concluyendo, cabría resaltar que, la pasividad administrativa ante los efectos 

perjudiciales para la salud provocados por este establecimiento, podría generar la 

responsabilidad patrimonial por funcionamiento anormal de la Administración, con la 
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consiguiente obligación de indemnizar los daños y perjuicios –materiales y físicos- que 

se le pudieran irrogar a los vecinos colindantes (art. 106.2 de la Constitución y 67 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas). 

 

A la vista de cuanto antecede, las molestias que el interesado viene denunciando indican 

la necesidad de que, por parte de esa administración, se impulse la adopción de las 

actuaciones de investigación que resulten necesarias para determinar la realidad de las 

denuncias formuladas por los vecinos, con la finalidad de ordenar, en su caso, la 

corrección de las deficiencias que se detecten y, con ello, erradicar las molestias que los 

vecinos vienen sufriendo por el ejercicio de la actividad de referencia.    

  

En virtud de todo cuanto antecede, y atendiendo a las consideraciones expuestas en 

punto a la defensa y efectividad de los derechos y libertades comprendidos en los 

Títulos I de la Constitución y del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana,  

de conformidad con lo dispuesto en el art. 29.1 de la Ley 11/1988, de 26 de diciembre, 

reguladora de esta Institución, estimamos oportuno RECOMENDAR al Ayuntamiento 

de Torrent que adopte las medidas que resulten precisas para investigar las  molestias 

que se vienen denunciando y, en caso de que se constaten las mismas, para corregir las 

deficiencias detectadas, con la finalidad de reducir al máximo posible ruidos generados 

por las actividades de referencia, eliminando con ello las molestias provocadas a los 

vecinos que residen en las viviendas colindantes.     

 

Del mismo modo, le efectuamos el RECORDATORIO DEL DEBER LEGAL que se 

extrae del artículo 19.1 de la Ley reguladora del Síndic de Greuges, en lo relativo a la 

obligación de todos los poderes públicos de prestar auxilio a esta Institución con 

carácter preferente y urgente en sus investigaciones. 

 

Lo que se le comunica para que, en el plazo máximo de un mes, nos informe si acepta 

esta recomendación o, en su caso, nos ponga de manifiesto las razones que estime para 

no aceptarla, y ello, de acuerdo con lo prevenido en el art. 29 de la Ley 11/1988, 

reguladora de esta Institución. 

 

Para su conocimiento, le hago saber, igualmente, que, a partir de la semana siguiente a 

la fecha en la que se ha dictado la presente resolución, ésta se insertará en la página web 

de la Institución. 

 

Atentamente, 

 

Ángel Luna González 

Síndic de greuges de la Comunitat Valenciana 
 


